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NUEVAS PERSPECTIVAS EN LA PROTECCIÓN
DEL PATRIMONIO ARQUEOLÓGICO EN EL MEDIO RURAL
Ignacio Rodríguez Tem¿ño*
RESUMEN. - En el largo proceso de consolidación de la arqueología como ciencia social, el interé?v de la in-
vestigación ha ido evolucionando desde el objeto al yacimiento. Esta paulatina progresión ha tenidofiel reflejo
tanto en el ordenamiento jurídico regulador delpatrimonio arqueológico como en los mecanismos usados para
su gestión. Sin embargo, la arqueología reivindica hoy día no sólo el yacimiento como marco disciplinan sino
que se interesa por el territorio como supo ile de las relaciones del tejido cultural de una sociedad, deviniendo
así entendido en una variable compleja donde se producen ypor tanto, dejan huellas las acciones humanas. Tal
tipo de examen está más relacionado con la lectura histórica del territorio, ydel paisaje que soporta, que con la
detección y delimitación de yacimientos, técnicas habitualmente usadas para la realización de las canas ar-
queológicas. Por ello, el reto principal de la tutela del patrimonio arqueológico reside en diseñar herramientas
que permitan la ágil y eficaz gestión de esos bienes.
ABSTRACT. - During the long process of consulidation of archaeology as a social science, the interest of re-
search has been prugressing from tite object tu the site. This gradual change is reflected in the legal acts which
regulate the archaeological heritage and in their daily practical management. Huwever, archaeulogy today
víndicates not only the site as a disciplinar frame. but it is interested in tite territory as ihe basement of tite reía-
tionships in the cultural web of a society developing itself as a complex variable where ihe human acrions take
part and, titas, leave marts. This kind of study is more related tu rite historical reading of the rerritory and the
landscape rhan tu ihe detecrion ami limitatiun of ihe sites; the usual techniques appliedfur making ihe archaeo-
logical maps. Thus, rite main challenge of tite trusteeship of thearchaeolugical heritage lies on tite design of tuuls tu
facilitare an efficient managementof these goods.
PALABRAS CLAVE: Patrimonio arqueológico, Política cultural, Arqueología del paisaje, Legislación cultural,
Evaluación de impacto ambiental?
KEY Wo,ws: Archaeological heritage, Cultural policy. Lanáscape archaeology Cultural legislation. Environ-
mental assessments.
1. INTRODUCCIóN
La expresión “interés arqueológico”, habitual
en la legislación española sobre patrimonio histórico
y cultural, no es un término jurídico, pues hace referen-
cia a conceptos de carácter metajurídico; es decir, na-
cidos en el seno de una disciplina científica -la arqueo-
logia- ajena al derecho y que de ahí pasan al ordena-
miento jurídico, que los usa sin cuestionar su contenido.
Efectivamente, el debate doctrinal abierto en
el mundo del derecho en tomo a la función atribuible
a este interés no ha modificado el contenido concep-
tual del mismo ,quedando incólume el papel del inte-
rés arqueológico como punto de contacto entre la ar-
queología y el derecho.
Sin embargo, dentro de la propia arqueología
sí ha existido un desplazamiento en el objeto de in-
vestigación conforme la disciplina ha dejado de ser la
anticuaria, para convertirse en una ciencia de carácter
social interesada por las relaciones entre los seres hu-
manos y de éstos con su entorno, a través del estudio
e interpretación de la cultura material.
A grandes rasgos sería aceptable señalar tres
grandes etapas en el itinerario de la arqueología en
función del cambio en el sujeto primordial de aten-
ción: la primera se caracterizó por el paulatino despla-
zamiento del texto al objeto arqueológico como fuente
de información; la segunda comprenderá el inicio de
las excavaciones, al entenderse que el yacimiento -y
no exclusivamente el monumento- es el mejor marco
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posible para desarrollar estudios sobre sociedades pa-
sadas; por último, el territorio se convertirá en el nuevo
objeto de atención para comprender las relaciones en-
tre los seres humanos y el entomo natural, y de ellos
entre sí. A cada una de esas etapas se le ha articulado
una respuesta protectora por parte del derecho, si bien
el carácter acumulativo que en muchas ocasiones han
tenido las normas jurídicas, no contribuye a delimitar
claramente los cambios de criterio operados.
Durante el periodo formativo de la arqueolo-
gía como ciencia y la mayor parte de su desarrollo, el
trasvase conceptual se ha realizado de forma satisfac-
toria hacia el derecho positivo, con independencia de
la eficacia de esa regulación. La legislación ha venido
instrumentando los mecanismos necesarios para ade-
cuarse al cambio paulatino del criterio identificativo
del interés arqueológico (antigUedad, belleza, modo
en que se recuperan los bienes...); los problemas reales
no provenían de la incapacidad de respuesta del dere-
cho, sino de otras instancias de carácter político y so-
ciológico reflejadas en el ordenamientojurídico.
En la mayoría de los países europeos esa res-
puesta por parte del derecho se materializó en unas le-
yes separadas del resto de la legislación. Esta circuns-
tancia es de especial importancia en tanto que ha mar-
cado indeleblemente los límites alcanzados, tanto en
el derecho positivo como, en la práctica, por la legisla-
ción tuteladora del patrimonio histórico. Ahora sólo
interesa apuntar que, en los paises mediterráneos, una
posible explicación de esta segregación del tráfico ju-
rídico ordinario podría constituirla el carácter conflic-
tivo de las normas reguladoras del patrimonio históri-
co, con respecto del derecho de propiedad, debido a
lo cual tendieron a quedar excluidas del Código civil,
columna vertebral del estado liberal decimonónico,
algo que ocurrió con otros matices en aquellos países
regidos por la Cummon law.
Conforme la arqueología ha ido ampliando
su campo de estudio, el interés arqueológico ha supe-
rado con mucho el estrecho margen de maniobra que
le permite al legislador la aplicación de un derecho
especial, como es el que regula los bienes culturales.
La confrontación competencial con otras legislaciones
que tienen por objeto la ordenación del territorio o el
medio ambiente marcan, de forma clara, los topes que
puede alcanzar esta legislación especial y la estructu-
ra administrativa a la que dio lugar. El problema no se
reduce, como piensa H.P. Cleere (1989), a que la dis-
ciplina académica de la arqueología y la función ad-
núnistrativa de la tutela del patrimonio arqueológico
sean gemelos que han tenido un grado de desarrollo
diferente. El límite viene de la propia concepción del
modelo: sin duda ha llegado la hora de cuestionarse si
el mantenimiento de un ordenamiento jurídico especial
sobre los bienes culturales inmuebles, no inserto en
una ordenación global del territorio, que incluya el ur-
banismo y el medio ambiente, sigue siendo válido por
más tiempo.
Mi opinión es que no. Para explicar el porqué
tomaré como hilo conductor el análisis de un aspecto
concreto de la relación existente entre arqueología y
derecho, íntimamente ligado al concepto de interés ar-
queológico: la protección del patrimonio arqueológico
inmueble en medio rural - Me interesa igualmente eva-
luar los instrumentos legales y administrativos sobre
los que descansa esta protección, en la triple vertiente
de su adecuación a la función que deben desempeñar
los bienes culturales, a las necesidades de la propia
arqueología y a su conexión con otra legislación secto-
rial, especialmente la referida al medio ambiente. Al
ser la protección piedra angular en la arquitectura de
la tutela del patrimonio histórico, su análisis puede to-
marse como exponente de la situación en que se en-
cuentra la gestión global de los bienes culturales.
Como quiera que esta problemática no es
exclusivamente española, sino bastante más general,
he querido hacer referencia también a dos países con-
cretos: Italia y el Reino Unido. El primero presenta el
interés de haber desarrollado, a nivel doctrinal al me-
nos, una teoría singularísima sobre la unión indisolu-
ble entre bienes culturales y bienes ambientales, en-
tendiendo éstos como parte de aquéllos. El Reino Uni-
do -especialmente Inglaterra- ha sido elegido como
ejemplo justamente de lo contrario. Pero, tanto en un
caso como en otro, según deduzco de la documenta-
ción consultada, se da una falta de acoplamiento entre
medio ambiente y patrimonio arqueológico, del mis-
mo modo que en la experiencia española.
2. EL TERRITORIO COMO
OBJETO DE INVESTIGACIÓN
ARQUEOLÓGICA
El enfoque funcionalista puede rastrearse des-
de muy temprano a lo largo de la historia de la arqueo-
logia anglosajona y americana, pero quizás no fue has-
ta después de la II Guerra Mundial cuando afloró co-
mo auténtico paradigma de interpretación para expli-
car el cambio en el registro arqueológico, advirtiendo
ya entonces la importancia de la variable espacial en
su comprensión. El primer marco conceptual reivindi-
cado fue el asentamiento, cuya definición acentuaba
su carácter de unidad arqueológica básica, con signifi-
cación histórica y analítica (Chang 1976).
Por su parte, la Nueva Arqueología, bajo el
afán de ruptura con el método tradicional, continuará
e intensificará las tendencias funcionalistas anteriores
(Trigger 1992: 276 s.). Cuajaron entonces un conjunto
de principios y técnicas de análisis, denominadas ge-
néricamente arqueología espacial (Clarke 1977; Ho-
dder y Orton 1990), una de cuyas materias de estudio
era la interacción de los grupos humanos en un medio
dado. Para ello, se pretendió objetivar la comprensión
de la distribución de puntos en un plano, mediante el
uso de dos parámetros principalmente: la cuantifica-
ción estadística y el empleo de los modelos analíticos
de otras ciencias, como la geografía o las matemáticas.
De forma paralela, la escuela de Cambridge explicará
el comportamiento humano en las sociedades prehis-
tóricas usando modelos antropológicos de perfil eco-
nomicista basados sobre la premisa de optimización
de beneficios con el mayor ahorro de energía posible.
Ésta será la “vieja guardia” del análisis espacial apli-
cado a la arqueología (Hodder 1984 y 1988).
Aunque el paso del tiempo no ha dejado in-
cólumes todas las aportaciones conceptuales de la
Nueva Arqueología, la arqueología espacial ha sabido
desligarse de su declive y evolucionar conceptual y
analíticamente hacia posturas más consonantes con las
tendencias actuales, que procuran conformar un cuerpo
teórico y práctico propiamente arqueológicos (Hodder
1984 y 1988). En los casos menos extremos, se asume
la crítica sobre la adherencia incondicional a modelos
no arqueológicos, característicos de la arqueología es-
pacial, pero no se plantea eliminarlos completamente
(Collis 1986). De forma análoga la antropología pare-
ce haber encontrado su metodología espacial particular
(Hodges 1987) y la propia geografía está caminando
hacia unos presupuestos englobables dentro de las
ciencias sociales, abandonando progresivamente el mé-
todo hipotético-deductivo cuyo encumbramiento carac-
terizó la llamada Nueva Geografía (Wagstaff 1987).
El territorio también ha sido objeto de estu-
dio de la arqueología del paisaje, estrategia de investi-
gación que para este trabajo es de enorme interés. Hoy
día este término, lejos de tener un significado único,
parece acoger muy diversas opciones con presupues-
tos teóricos bien diferentes. Incluso se la concibe co-
mo estadio superador de la vieja arqueología espacial
en los estudios sobre el territorio (Orejas 1995).
Su versión clásica, practicada fundamental-
mente en el mundo anglosajón, eslavo y norteameri-
cano (Jones 1986; Roberts 1987), se centraba en el
análisis morfogenético de los elementos conformantes
de un paisaje dado -edificios, límites de propiedad,
red de carreteras, caminos y todo tipo de yacimientos-,
combinando para ello técnicas arqueológicas con el
estudio de la documentación de los archivos histéri-
cos, especialmente para los paisajes de una antigile-
dad no superior al par de siglos. Su aplicación propia-
mente arqueológica se basaba en el estudio de yaci-
mientos con el fin de comprender su relación con el te-
rritorio circundante, normalmente siguiendo los postu-
lados de la teoría de Christaller sobre el lugar central.
También caía en su esfera de interés la detección de
otros nuevos, así como cualquier otro tipo de entidad
arqueológica y los relieves a que habían dado lugar.
Las aproximaciones más recientes (Fowler
1990) tienden a restar valor al predominio del papel
del yacimiento en los estudios del paisaje, para otor-
gárselo al entramado de relaciones existentes entre
entidades de diverso tipo, conformantes del paisaje de
un trozo de terreno particular, en el que las evidencias
arqueológicas sólo suponen una parte más del mismo.
La potencialidad ofrecida por el paisaje como materia
de estudio de diversas ciencias, se recibe como argu-
mento para definirlos, en función de esa concurrencia,
como paisajes culturales.
La arqueología procesual americana de los
noventa, que califica la visión clásica de la arqueolo-
gía del paisaje de excesivamente histórica y contextual
(en el sentido hodderiano del término), propugna una
nueva concepción en los estudios arqueológicos pai-
sajísticos más atenta a la comprensión de las estrate-
gias de adaptación al medio, especialmente en las so-
ciedades de cazadores-recolectores y agropastoriles,
por cuanto que las propiedades sistémicas apreciables
en ellas son las responsables de la organización sub-
yacente al registro arqueológico, clave para entender
el cambio en los sistemas adaptativos y su implica-
ción en la evolución cultural (Rossignol 1992).
Sobre todo me interesa de este enfoque la
crisis en que se ha puesto, por parte del algunos auto-
res, el concepto de yacimiento3. Dunnelí (1992) cues-
tiona, con evidente radicalidad, la noción clásica de
yacimiento desde tres puntos de vista complementa-
nos: ontológico (¿son los yacimientos entidades reales
o empíricas?), epistemológicos (¿cómo podemos defi-
nír tales unidades sobre el terreno?) y teóricos (¿qué
papel debejugar el yacimiento en la estructura expli-
cativa de la disciplina?). Su conclusión es que la defi-
nición usual de yacimiento como cualquier lugar,
grande o pequeño, donde se encuentren trazas de anti-
guas ocupaciones o actividades, cuya principal clave
para distinguirlos es la presencia de artefactos, no
puede seguir siendo la unidad básica de trabajo en ar-
queología.
La separación entre estas entidades discretas
con alta densidad de artefactos y los inmensos océa-
nos de espacio sin interés arqueológico en que se ha-
lían insertas, ha contribuido a dar una imagen falsa de
las estrategias sociales de ocupación humana del tern-
tono, al dejar de lado importantes segmentos del re-
gistro arqueológico. Además, la aceptación común hoy
día del registro como un acto de interpretación con-
temporáneo, deslegitima la visión de los yacimientos
como unidades arqueológicas elementales, al ser la
distribución continua de artefactos -criterio básico en
la delimitación de yacimientos- una categoría actual y
no realidades externas al propio registro.
Para este autor (Dunnelí 1992: 33 s.), los ya-
cimientos no pueden desempeñar papeles teóricos den-
tro de la arqueología porque son fenómenos contem-
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poráneos, generados por el propio arqueólogo. Pero,
sin embargo, las necesidades que cubren dentro de Las
estrategias interpretativas de la disciplina son absolu-
tamente reales y, por tanto, se requiere una serie de
unidades, mejor que una sola, dentro de las cuales con-
tar y establecer modelos con significado arqueológico.
Tales unidades deben descansar sobre las conexiones
históricas entre los eventos deposicionales, no sobre
la proximidad espacial.
La solución para la identificación de tales
unidades no es “refinar” la noción de yacimiento o ju-
gar con los umbrales de densidad, u otros medios des-
tinados a su delimitación. El artefacto puede suplir la
unidad de observación de menor escala. Se entiende
por artefacto toda cosaque disponga de cualquier atri-
buto, incluyendo la localización, como consecuencia
del agente antrópico.
Finalmente, en el supuesto de aceptar al arte-
facto como unidad de trabajo para el arqueólogo, se-
rían necesarios nuevos sistemas de recuperación del
registro. Aparece así la denominada arqueología “sin
yacimiento”4 o investigaciones que dan prioridad a la
distribución de los artefactos, sin tener como eje el
yacimiento. Por otra parte, la aproximación uff-sire (al-
rededor del yacimiento) centra su atención en los en-
tornos de los yacimientos con objeto de registrar in-
formación sobre su uso. Este programa de recupera-
ción de datos a escala regional acentúa la distribución
de materiales y las influencias tafonómicas sobre el
registro arqueológico.
En España el impacto de la arqueología espa-
cial, especialmente en lo metodológico, fue notable a
final de los setenta y comienzo de los ochenta; pero el
uso de técnicas e instrumentos analíticos extraídos de
la bibliografía anglosajona y norteamericana se realizó
de forma indiscrintnada, sin crítica previa, insistien-
do en tópicos ya desfasados para ese momento, como
deja bien claro el contraste entre la exposición de 1.
Hodder en el Coloquio sobre ArqueologíaEspacial de
Teruel de 1984 y la mayoría de las aportaciones na-
cionales.
Esa etapa ha pasado, y hoy día sería falso no
destacar la contribución original de la arqueología es-
pañola a esa rama de la disciplina (Ruiz Rodríguez
1988 y 1993: 315 s). Dentro de los propios estudios
del territorio, se observa un enfriamiento en el entu-
siasmo que habían levantado los modelos de la geo-
grafía locacional (Ruiz Rodríguez 1991 y 1993; San-
martí y Santacana 1992) y se han abordado estudios
concretos sobre el cambio cultural en relación con un
marco geográfico y geológico determinado desde óp-
ticas interdisciplinares, desechando otras vías tradi-
cionales en boga unos años antes (Vicent 1991).
La arqueología del paisaje a nivel nacional,
poco o nada cultivada anteriormente, está aportando
también novedosas líneas de investigación. En este
panorama destacan el Grupo de Investigación en Ar-
qucología del Paisaje de la Universidad de Santiago
de Compostela (Criado 1993) y el proyecto de inves-
tigación dirigido por el Departamento de Historia An-
tigua y Arqueología del CSIC, en la zona arqueológi-
ca de Las Médulas (León) (Sánchez-Palencia et al.
1996; Orejas 1995).
Aunque sus desarrollos no sean iguales, en
ambos casos han perfilado propuestas teóricas y me-
todológicas que buscan salir de la etapa historiográfi-
ca dominada por el paradigma de la arqueología espa-
cial, para derivar hacia una nueva concepción del es-
pacio como producto de la construcción social de la
realidad en cada momento histórico y portador, por
tanto, de unos valores históricos y simbólicos, mani-
festados en sus componentes. Se abandona, pues, la
noción de espacio para acoger la de paisaje y territo-
rio como marcos de trabajo.
Un importante punto en común, que comienza
a caracterizar determinados proyectos de investigación,
es la integración como parte del mismo de propuestas
dirigidas a la valorización de las áreas investigadas,
que procuran superar los modelos tradicionales basa-
dos en la musealización de un yacimiento concreto.
De otro lado, esta nueva concepción del es-
pacio podría entroncar con el debate abierto sobre la
definición de cultura material. Parece decaer su tradi-
cional uso referido a los artefactos construidos por el
ser humano mediante una combinación de materia
prima y tecnología, en favor de una definición más
amplia que abarcaría, como propone J. Deetz,
“aquella sección de nuestro entorno físico que hemos
modificado a través de un determinado comportamien-
to cultural” (citado en Pearce 1989: 2)~. No obstante,
algunas corrientes de interpretación arqueológica,
fuertemente influenciadas por el pensamiento poses-
tructuralista, han concentrado su esfuerzo en articular
sistemas de lectura e interpretación de la cultura ma-
terial, concretándose en los límites de la acepción clá-
sica, evitando ampliar el texto a toda la realidad cir-
cundante (Hodder 1994).
Con respecto al interés arqueológico actual,
parece evidente que, como producto de todo este pro-
ceso, el espacio (en su versión de territorio y paisaje),
soporte de las relaciones del tejido cultural de una so-
ciedad, deviene así entendido en una variable compleja
donde se producen y, por tanto, dejan huellas las ac-
ciones humanas. La geografía donde vive determinada
sociedad cesa de ser una mera nota introductoria a mo-
do de encuadre general al estudio de ese grupo huma-
no, para convertirse en fuente de información impres-
cindible para el conocimiento de cómo se desenvolvió
la vida de esa comunidad. La muralla de un asenta-
miento ya no se entiende como el límite del área de in-
terés para el arqueólogo, convirtiéndose en el punto de
partida de otra, más vasta, donde se hace preciso apli-
car nuevas metodologías de registro complementarias
a la piqueta, y donde el objeto de estudio no son las
estratigrafías o los fósiles guía sino la reconstrucción
del medio ambiente en que se movía esa sociedad, el
uso hechodel mismo, su manera de percibirlo y el gra-
do de interacción entreesos u otros parámetros.
El derecho, por su parte, ha respondido al re-
to planteado por el espacio, mediante dos posturas
complementarias aunque de escala muy distinta. De
un lado, la labor de inventario y catalogación ha visto
ampliada su unidad de trabajo tradicional (los yaci-
mientos) con el nuevo concepto de zona arqueológica,
que permite ser usada para ámbitos más extensos, aun-
que carezca de capacidad para ordenar globalmente
los diferentes intereses concurrentes en el territorio.
De otro, ha procurado entroncar con otros regímenes
jurídicos cuyo objetivo era la ordenación del territorio
y el medio ambiente, como medio de concretar las
propuestas de protección, que naturalmente comien-
zan a tener fiel reflejo en el plano de la difusión y
puesta en valor.
3. LA PROTECCIÓN DEL
TERRITORIO
Los catálogos tradicionales no han resuelto
la incógnita sobre la evaluación del interés histórico-
arqueológico de un espacio geográfico y, por tanto, se
han mostrado ineficaces para atender a su protección.
La concepción del hecho histórico y su contextualiza-
ción en un marco geográfico, que termina por con-
vertirse en un paisaje antrópico y, por tanto, del que
son predicables valores culturales, requiere la subsi-
guiente respuesta en los planteamientos sobre la ges-
tión del patrimonio arqueológico y, naturalmente, de
la administración con responsabilidades en materia de
bienes culturales para atender a su protección y tutela,
de forma bastante más abarcadora e integral que a tra-
vés de los catálogos.
Tal tipo de examen está más relacionado con
la lectura histórica del territorio, y del paisaje que este
soporta, que con la detección y delimitación de yaci-
mientos, aunque al final ambas técnicas sustenten el
mecanismo efectivo de la protección jurídica6. El pro-blema radica en cómo hacer una lectura histórica del
paisaje actual y destilar de ella aquellos elementos que
sean imprescindibles para la comprensión del uso que
a lo largo de los distintosepisodios históricos se ha he-
dio del mismo. Estos elementos irían desde los yaci-
mientos arqueológicos, en toda su variedad, hasta
aquellos hitos que componen el paisaje cultural, pa-
sando por los que definen las características de la uni-
dad geográfica soporte (Colón 1989; Caballero y La-
torre 1993; Criado y González 1994; Orejas 1995).
Este nuevo concepto supone un paso cualita-
tivo de enorme trascendencia en el modo de concebir
y aplicar la protección de los bienes arqueológicos in-
muebles. Es preciso afrontar el reto de carácter con-
ceptual inherente a la asunción de que, con indepen-
dencia de los valores intrínsecos de cada yacimiento,
hay que mantener la integridad de todo aquello que
conforme las huellas de la ocupación y el uso de una
determinada unidad geográfica estructural: es más, se-
rá necesario igualmente salvaguardar la propia unidad.
La administración del territorio debe tener
asimismo presente su envolvente visual externa, el
paisaje. Éste ha sido objeto compartido de muchas
disciplinas, pero su tutela debe afrontarse desde el do-
minio de la síntesis, del aglutinamiento de todas las
sinergias que puedan aportar las ramas especializadas
del saber técnico y científico. La planificación reque-
rida supone aspirar a integraciones de políticas secto-
riales en objetivos comunes y compatibles; a reunir
técnicas operativas diversas que adquirirán legitimi-
dad en cuanto tributarias a unos objetivos comunes.
Para los promotores de la exposición sobre
el Paisaje Mediterráneo, celebrada en Sevilla durante
la Exposición Universal de 1992, el mensaje que les
preocupaba emitir en forma de reto político -en el am-
plio sentido del término-, era emplear las posibilida-
des organizativas y reguladoras de las sociedades de-
mocráticas para conjugar desarrollo y gestión del pai-
saje con mesura y proporción. Cambiar sin perder los
valores de lo antiguo, dar al género humano nuevas
condiciones de vida “sin renunciar a los valores se-
mánticos de su pasado, ni a los que dan sentido a la
vida” (Possoco y Zoido 1992: 277).
Esta perspectiva sobre el concepto de protec-
ción no anula la utilizada habitualmente, dirigida hacia
un yacimiento y un entorno más o menos amplio, sino
que más bien la completa. Sin embargo, planteamien-
tos de este tipo son aún poco frecuentes.
En el conjunto de países de nuestro entorno,
la respuesta a este reto varía en función de sus respec-
tivas tradiciones investigadoras, experiencias en ma-
teria de tutela, división administrativa y ordenamien-
tos jurídicos. No obstante, en todos se está pasando,
con mayor o menor grado de dificultad, desde plan-
teamientos centrados en la protección y valorización
de yacimientos singulares a fórmulas mixtas, entre
patrimonio histórico y medio ambiente, para la tutela
de amplias zonas geográficas portadoras de numero-
sos intereses y valores específicos, en las que los ya-
cimientos u otros tipos de bienes culturales sirven de
apoyo para la comprensión de aproximaciones territo-
riales más amplias.
3.1. Reino Unido
En el Reino Unido, la gran tradición de estu-
dio sobre la arqueología del paisaje despertó una res-
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puesta administrativa de protección, conservación y
puesta en valor que retaba las ideas tradicionales de
esos conceptos al tener que aplicarse no sobre los clá-
sicos yacimientos o monumentos, sino sobre áreas te-
rritoriales que iban desde paisajes seminaturales a
otros muy urbanizados (Fowler l987)~.
No obstante, el ordenamiento jurídico dedi-
cado al patrimonio histórico no ha superado la idea de
monumento y su identificación con el yacimiento. Ha
sido preciso, por tanto, buscar en otras legislaciones
las figuras para declarar protegidos paisajes o zonas
amplias en general (por ejemplo, la Countryside Act de
1968 o la Agriculture Act de 1986, por citar dos mo-
dernas, junto a un sinfín de directrices administrativas).
Se ha generado así la confluencia de un va-
riado cúmulo de designaciones (parques naturales,
áreas de especial sensibilidad medio ambiental, par-
ques nacionales...) y propuestas activas, mediante sub-
venciones, para garantizar la conservación de estas zo-
nas corográficas, o el mantenimiento de ciertos usos
agrícolas no lesivos para entidades arqueológicas in-
tegradas en el paisaje. En este terreno las directrices
del gobierno también tienden al acrecentamiento de
las competencias y responsabilidades municipales y
la regulación mediante el planeamiento urbanístico.
La responsabilidad de la gestión del paisaje
recae por tanto sobre los organismos encargados del
cuidado del medio ambiente natural. Pero habida cuen-
ta de la importancia del componente antrópico para la
comprensión de su forma actual, cuando la Secretaría
de Estado de Medio Ambiente (DoE) elaboró las di-
rectrices sobre las políticas de protección y salvaguar-
dia en esta materia, Titis Cummon Inheritance (1990),
encargó la confección de un listado de aquellos paisa-
jes históricos susceptibles de ser considerados como de
interés.
En Inglaterra, English 1-leritage ha asumido
este compromiso mediante dos vías complementarias:
la promoción de la investigación sobre paisajes y la
creación de un Registro de Paisajes de Importancia
Histórica.
Con respecto de la primera (Engllsh Heriage
1991a: 37 ss.), la agencia inglesa mantiene la libertad
de los profesionales para elegir los temas de estudio
que más les convengan, pero tras consultas con otros
organismos, acordó dentro de los programas a desarro-
llar durante la década de los noventa darle especial
prioridad al estudio de los paisajes, abordados desde
una óptica multidisciplinar y diacrónica.
De las diversas unidades paisajísticas reco-
nocidas en Inglaterra (las tierras altas amenazadas por
la reforestación, las zonas húmedas, las pantanosas, las
aluviales y coluviales, los paisajes arados y las tierras
bajas no aradas), se selecionaron sólo algunas como
las más interesantes para ser investigadas. Entre ellas
estaban los paisajes pleistocénicos enterrados (fre-
cuentes en el sur y este de Inglaterra) debido a su ri-
queza potencial en evidencias medio ambientales so-
bre el Paleololítico, y al enorme peligro de destruc-
ción que corren por las obras de extracción de minera-
les y gravas, peligro tanto más amenazante cuanto ma-
yor es la dificultad de su reconocimiento. Otros rasgos
paisajísticos que merecen, ajuicio de Englisit Rentage,
ser analizados detenidamente por su importancia cultu-
ral, son las divisiones relictas de propiedad que, a pesar
de su gran trascendencia para la comprensión de la
formación de un paisaje concreto, permanecen indocu-
mentadas y sin fechación segura. Por último, las ciu-
dades, castillos y asentamientos rurales (y sus respec-
tivos hintenlanás), desde época prerromana en adelan-
te, como formaciones relevantes para personalizar la
antropización del espacio a lo largo de la historia.
Más directamente relacionado con el docu-
mento del DoE está el Registro de Paisajes de Impor-
tancia Histórica8. La principal preocupación de esteproyecto es seleccionar paisajes de interés histórico,
siguiendo las siguientes necesidades: a) cubrir todos
los elementos históricos del medio rural, y no exclusi-
vamente los rasgos individuales que tradicionalmente
entran en la clasificación de edificios históricos o mo-
numentos antiguos; b) aportar paisajes con mayor o
menor importancia histórica, pero de cierto peso espe-
cífico, con objeto de ayudar al planeamiento y a la lo-
calización de los recursos; c) proveer de una metodo-
logia para la definición y evaluación de los rasgos an-
trópicos del medio rural que puedan ser usados por los
propietarios, autoridades locales y English Henitage
para la identificación y gradación; d) asesorar para que
las decisiones de las autoridades locales y propietarios
no afecten a su conservación; e) en la discusión sobre
los principios básicos del programa, se partede la con-
veniencia de aunar el trabajo de las diferentes adminis-
traciones en este empeño, así como la concepción di-
námica y no estática del paisaje histórico, por lo que el
objetivo de la tutela nuncadebe ser su fosilización.
Las pautas propuestas para la identificación
no buscan unificar un solo criterio para definir un pai-
saje histórico. Como acercamiento para esta delimita-
ción, se eliminan del campo de aplicación de este Re-
gistro las entidades susceptibles de protección median-
te otras figuras de la legislación del patrimonio histó-
rico y natural, procurando centrar el término “elemento
histórico” de un paisaje en cienos rasgos, producto
directo de la intervención antrópica, o bien modelados
indirectamente por ella, aunque sean de origen natural.
Es decir, la concreción en cada paisaje de los elemen-
tos históricos definitorios del mismo, requerirá de ca-
tegorías funcionales amplias para encajar aquellos
items sobre los que se sustenta la lectura de los dife-
rentes usos sociales que ha recibido.
El segundo de los principios del programa de
selección viene referido a la evaluación. La forma más
simple dc evaluación es la clasificación y posterior
discriminación de los que merezcan estar inscritos en
el Registro. Este proceso va acompañado de la grada-
ción de los niveles de interés, algo especialmente útil
para poder aplicar todas las competencias y recursos
de las diferentes administraciones. Se ha optado por
dividir los paisajes de importancia histórica en los si-
guientes términos: nacionales, regionales, locales y
residuales o sin importancia. Los criterios para las
adscripciones coinciden con los dados para otros pro-
gramas de clasificación y selección de bienes cultura-
les, tales como yacimientos o edificios históricos (ra-
reza, estado de conservación, potencialidad informati-
va, aptitudes para la visita...).
Esta visión, tan corriente en el Reino Unido,
tiende a clasificar el interés y la importancia de unos
bienes en distintos niveles coincidentes con los esta-
mentos administrativos a los que se encarga su custo-
dia. Se mezclan así, de forma artificial, la información
histórica con otros conceptos como la historiografía, o
el grado de preservación y las posibilidades de visita
pública en el momento de realizarse la evaluación pa-
ra operar selecciones, claramente obsoletas. Estas es-
pecificaciones han caído en desuso en otros países oc-
cidentales, singularmente en aquellos en que la tutela
de los bienes culturales ha experimentado una consi-
derable renovación conceptual, como por ejemplo, Ita-
ha o España. Además, resulta incomprensible la apli-
cación de esta clasificación a los diferentes elementos
dentro de un paisaje histórico y no al conjunto del
mismo, máxime cuando se busca proteger zonas am-
plias y no determinados elementos aislados.
En el plano de la práctica, uno de los aspec-
tos más relevantes ha sido el cambio en la política so-
bre la protección de los yacimientos arqueológicos,
que actualmente evita en la medida de lo posible su
afección por obras y, en consecuencia, la excavación
previa. Esta directriz se inició a través de la Circular
sobre Planeamiento 8/1987 del DoE, consolidada en
1990 con la Planning Policy Guidance 16 (PPG 16).
La PPG 16 ha puesto especial énfasis en la necesidad
de evaluar el potencial arqueológico de los lugares
donde se autorizasen obras.
Posiblemente, una de las características más
interesantes de la situación actual de la gestión arqueo-
lógica británica sea la generalizada implantación de
estos controles y la evaluación a que han sido someti-
dos (English Heritage 1995: vii)9.English Heñtage (Ibídem) advierte que la óp-
tima introducción de los recursos arqueológicos en los
instrumentos urbanísticos requieren de tres principios:
buenos y actualizados inventarios de yacimientos, ade-
cuadas medidas de protección y preservación de yaci-
mientos y procedimientos de evaluación que ofrezcan
a las autoridades urbanísticas detallada información
sobre la que fundamentar las decisiones acerca de la
(in)adecuación de los propuestas urbanísticas en rela-
ción a un yacimiento dado. Si a los dos primeros pun-
tos habían dedicado bastante consideración, con el ter-
cero comenzaron por despejar incertidumbres y esta-
blecer criterios a partir de la revisión de las prácticas
de la década de los ochenta, en un programa conjunto
con las universidades de Bournemouth (Darvilí, Bu-
rrow y Wildgust 1995) y Southamton (Champion,
Sliennan y Cutning 1995).
Por otra parte, las evaluaciones de impacto
ambiental (EIA>, aunque son un instrumento estableci-
do por ley (la directiva comunitaria entró en vigor en
el Reino Unido a través de unas regulaciones de 1988)
y suelen atender a la existencia de restos arqueológi-
cos, en un porcentaje alto no eran realizadas por ar-
queólogos, tendencia que comenzó a invertirse desde
1990. English Heritage procura transferir las técnicas
de evaluación de la potencialidad de los yacimientos a
las EIA.
31. Italia
En el plano doctrinal, Italia ha sido pionera
en el tratamiento conjunto del patrimonio medio am-
biental e histórico. Aunque la legislación aún vigente
parte de una nítida separación entre la “cosa de arte”
y las “bellezas naturales”, disciplinadas respectivamen-
te por las leyes n0 1089 y n0 1497 de 1939, el artículo
9 de la Constitución republicana, al sancionar la nece-
sidad de la defensa y la valorización de las bellezas
naturales y las cosas, muebles e inmuebles, de interés
histórico y artístico, declara que “La República tutela
el paisaje y el patrimonio histórico y artístico de la Na-
ción”, aunando ambos en un mismo precepto, coloca-
do además entre los principios fundamentales del nue-
yo orden constitucional (Giannini 1976: 5; Alibrandi
y Ferri 1985: 8 ss.; D’Angelo y D’Addino 1995).
Partiendo de este principio la Comisión Fran-
ceschini (Franceschini 1966) concibió los bienes am-
bientales como parte constituyente de los culturales.
Abandonado decididamente el viejo criterio de la be-
lleza natural y paisajística, la Comisisón veía la nece-
sidad de dar cabida a un nuevo tipo de bien cultural:
el ambiental. Su contenido comprende todo aquello
de un territorio que sea oportuno valorizar y conservar
en razón de ser testimonio relativo a la civilización.
La declaración XXXIX considera bienes cul-
turales ambientales a las zonas corográficas que cons-
tituyan paisajes, naturales o transformados por obra de
ser humano, así como las zonas claramente delimita-
bIes formadas por patrones de asentamiento urbanos y
no urbanos, que por presentar valores en relación con
la civilización, merezcan aprecio y sean dignas de con-
servación y valorización. Se consideran específica-
mente bienes ambientales, aquéllos que presenten una
singularidad geológica, floiifaunística, ecológica, agra-
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ria, de infraestructura del territorio, los patrones de
asentamiento, por pequeños o aislados que sean, inte-
grados con el ambiente natural de manera que formen
una unidad representativa. Las zonas declaradas bie-
nes ambientales pueden comprender items de interés
histórico o artístico o arqueológico.
El comentario a tal declaración explica que, en
la categoría de los bienes culturales ambientales, se en-
globan dos grandes clases: los paisajísticos y los urba-
nísticos. Para definir los primeros se hace alusión a un
criterio difícilmente aplicable, la inalteración de una zo-
na por el ser humano, es decir al estado natural. En la
práctica se ha reconducido hacia las porciones del terri-
torio con caracteres geográficos y ecológicos unitarios
y de interés relevante a los fines de la historia natural,
junto con aquellos otros en los que se documenta una
transformación antrópica del ambiente natural.
En la clase de los bienes ambientales paisajís-
ticos están implícitas tres importantes subclases: las
áreas naturales, corográficamente definibles por su
singularidad geológica y cuyos caracteres morfológi-
cos se deberán tutelar para mantener su forma natural;
las áreas ecológicas, formadas por territorios en los
cuales se manifiesten de forma típica o singular sim-
biosis florifaunisticas de forma permanente o estacio-
nal, de particular interés naturalistico, tutelándose a
los fines de conocimiento y conservación de la espe-
cje; y los paisajes artificiales, creados por la interven-
ción artificial y que representen formas de equilibrio
técno-artístico, de particular interés (paisajes agrarios
o infraestructuras territoriales).
Cada una de las subclases de los bienes cultu-
rales paisajísticos comporta una determinación geográ-
fica unitaria del bien a tutelar que supera, por tanto, la
concepción del elemento singular, sustituyéndose por
una visión orgánica del conjunto geobiológico. Como
tales, los bienes culturales paisajísticos exigen también
intervenciones de tutela y de valorización que operen
sobre el área entera de interés paisajístico.
Para Giannini (1976: 10 ss.) el punto que pre-
senta mayor dificultad en orden a la construcción jurí-
dica de los bienes culturales, son precisamente los bie-
nes ambientales. Los bienes culturales de carácter am-
biental comprenden una amalgama de entidades que
van desde áreas geográficas con interés geológico has-
ta asentamientos urbanos. Tanto en éstos como en los
paisajes donde es perceptible la huella de la acción
social, parece claro que el adjetivo ambiental equivale
a un conjunto de condiciones y circunstancias predi-
cables de un área concreta -urbana o no-, con relevan-
cia en conjunto para la comprensión de un aspecto
concreto de la historia de la civilización. Más difícil
es, para este jurista, la valoración como bien cultural
de espacios donde la mano del ser humano no ha juga-
do un papel relevante en la conformación de ese inte-
rés. De hecho, los debates y actuaciones subsiguientes
a la Comisión pusieron de manifiesto diversas opinio-
nes sobre cómo hacer compatible el concepto de civi-
lización con esta clase de bienes, sin que ninguna ter-
minase por triunfar. Giannini recalca, igualmente, que
no son bienes individuales, sino conjuntos; de forma
que posiblemente alterando las relaciones entre esas
circunstancias o aspectos que definen ese área, se pier-
da su significación como bien cultural.
T. Alibrandi y P. Ferri (1985: 43 ss.) restan
importancia a la indefinición técnico-jurídica del tér-
mino de bien ambiental, para resaltar su valor como
respuesta a la necesidad de intervención pública en el
sector de la tutela paisajística y medio ambientalt0. Laprincipal diferencia entre los bienes culturales de ca-
rácter histórico, artístico o arqueológico y los ambien-
tales reside en la sustitución del objeto individual so-
porte de los primeros (la cosa material como susten-
tante físico del bien jurídico, en la teoría de MS.
Giannini), por el territorio en los segundos. Desarro-
lIando este razonamiento llegan a la conclusión de que
la tutela del territorio debería concretarse en la de su
paisaje, por ser su configuración visual.
Sin embargo, la legislación italiana posterior
a la Comisión Franceschini lo ha vuelto ha reducir al
de belleza natural, como en la Ley n0 1497 de 1939.
Así lo manifiesta, por ejemplo, el decreto de creación
del Ministerio de Bienes Culturales y Ambientales.
Este enfoque, en cierto modo miope, será una de las
razones de la posterior segregación entre cultura y me-
dio ambiente.
Efectivamente, la contradicción existente en-
tre el paisaje, con su carácter dinámico y acumulativo,
y los medios dispuestos por el legislador para su tute-
la imposibilitará una gestión satisfactoria. La citada ley
de 1939, de naturaleza claramente momificadora, al
igual que su coetánea dedicada al patrimonio históri-
co (n0 1089), se articula en tomo al instituto de la no-
tificación, vinculando esos bienes a un régimen jurí-
dico especial. Será a través de la declaración de una
zona cómo se inicie la actuación estatal, quedando
dominada ésta por la finalidad inmovilista, sustentada
en un cúmulo de prohibiciones para los propietarios,
cuya superación requiere la previa autorización de la
administración competente.
Consecuentemente con este carácter, la legis-
lación se ha mostrado incapaz de afrontar los nuevos
retos emanados del cambio económico, social y con-
ceptual acaecido en la posguerra. Como señalan otros
juristas, la apreciación en este ordenamiento jurídico
de los valores del territorio está lastrada por un sesgo
esteticista, impropio para comprender la naturaleza del
paisaje y los dispositivos más adecuados en la conse-
cución de un cambio no destructivo. Ello, unido al so-
metimiento al instituto vinculatorio que inhibe cual-
quier política preventiva por parte de los poderes pú-
blicos, han sido los dos impedimentos más importan-










